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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. 
El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:                             Sentencia - 2ª instancia - 10 de mayo de 2017
Proceso

 
Ordinario Laboral–Confirma sentencia que negó las pretensiones

Radicación Nro.

66001-31-05-003-2008-01382-01
Demandante:


Luis Fernando García Bedoya
Demandados:


Juntas Regional de Calificación de Invalidez 
Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            Juzgado Primero Laboral del Circuito de Descongestión
Tema: 



RECONOCIMIENTO PENSIÓN DE INVALIDEZ. [L]a entidad accionada, encontrando que al no ser estas patologías producto del accidente de trabajo y que el mismo no dejó secuelas en la humanidad del actor, ni deficiencias puntuables, se limitó a determinar su origen, tal como lo solicito la ARP para ese entonces. Ahora, si lo que se pretendía era una nueva calificación, teniendo en cuenta el diagnóstico que para ese momento presentaba el promotor de la litis, su evolución y nuevas patologías como depresión, ansiedad generalizada y síndrome doloroso de columna, ese era un debate ajeno al actual, primero porque la demandada en ningún momento tuvo oportunidad de pronunciarse respecto a las nuevas enfermedades y la evolución de las ya existentes, pues se reitera sólo fue convocada para determinar el origen de los hallazgos médicos conocidos una vez tuvo ocurrencia el accidente de trabajo y segundo, porque una nueva calificación implicaría la modificación del origen y fecha de estructuración de la posible pérdida de capacidad laboral que arrojara evaluación integral que se pretende, variación a la que no está dispuesta la parte actora. En todo caso, aun cuando se pasara por alto lo anterior y se pretendiera por la vía judicial suplantar las funciones de la llamada a juicio, para así conocer el porcentaje de pérdida de capacidad actual del actor, que se reitera, nunca le fue solicitada a la accionada, ello no sería posible dado que no se presentó para la evaluación física de la cual sería objeto por parte de la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Caldas, al paso que no realizó gestión alguna para que tal entidad llevará a cabo el experticio solicitado por el Juzgado en su momento –fl 124 y 125-. En ese orden de ideas, no existiendo motivos para calificar de erróneo o para restarle validez al dictamen realizado por la Junta Regional de Calificación de Invalidez al señor Luis Fernando García Bedoya, como tampoco para cuestionar el experticio rendido por la entidad que colaboró como perito en el presente asunto, la sentencia de primer grado será confirmada.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

Pereira, diez de mayo de dos mil diecisiete

Acta número   __   de 10 de mayo de 2017

AUDIENCIA PÚBLICA

En la fecha, siendo las tres y cuarenta y cinco minutos de la tarde (3:45 p.m.), conforme se programó en auto anterior, esta Sala No 2 y su Secretario se constituyen en audiencia pública con el objeto de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Descongestión el 26 de marzo de 2015, proferida dentro del proceso adelantado por el señor LUIS FERNANDO GARCÍA BEDOYA contra la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ,  radicado bajo el número 66001-31-05-003-2008-01382-01.

El proyecto presentado por el Magistrado Ponente fue revisado y aprobado, conforme consta en el acta de la referencia y en él se da cuenta de los siguientes:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Luis Fernando García Bedoya que se decrete la nulidad por error grave del dictamen de la Junta Regional de Calificación de Invalidez proferido el 25 de marzo de 2007 y en su lugar se determine que tiene la condición de inválido, dado que presenta una pérdida de capacidad laboral de más del 50%, de origen profesional y con fecha de estructuración de 26 de octubre de 2006.
El fundamento de sus pretensiones radica en que padece hernia discal L4L5 y L5S1, discopatía degenerativa y, en la actualidad, a raíz de un accidente de trabajo ocurrido el 26 de octubre de 2006 sufre de dolor lumbar; precisa que las primeras patologías, calificadas por la Junta de Calificación de Invalidez de Risaralda como de origen común, no le merecieron porcentaje alguno de pérdida de capacidad laboral, razón por la cual decidió consultar un especialista en Salud Ocupacional, quien determinó como pérdida de capacidad laboral el 11.65%, de origen profesional y fecha de estructuración 26 de octubre de 2006.

Indica que la calificación de la accionada no le otorgó ningún porcentaje a los ítems valorados mientras que el médico particular si lo hizo, como también a la discapacidad de conducta, locomoción, disposición del cuerpo, la minusvalía ocupacional, autosuficiencia económica y función de la edad, omisiones por las que estima no fue calificado de manera integral por la Junta Regional de Calificación de Invalidez, ni consideradas las secuelas y merma de la capacidad laboral generadas después del accidente de trabajo.
La Junta Regional de Calificación de Invalidez, se vinculó a la litis admitiendo los hechos relacionados con el dictamen que emitió como entidad encargada de valorar la pérdida de capacidad laboral; la valoración efectuada por el médico particular y las funciones que debe cumplir al resolver la segunda instancia en los conflictos que se presentan entre los Fondos de Pensiones y las ARPs con sus afiliados, siendo este caso remitido a su conocimiento por la ARP Colmena para calificar el origen de la contingencia que presentó uno de sus afiliados.
Mediante auto de fecha 25 de febrero de 2011, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito dispuso la vinculación de Colmena y Colfondos a la presente litis, no obstante, ante la falta de diligencia de la parte actora para gestionar su notificación, mediante auto de fecha 3 de febrero de 2015, se ordenó la terminación del proceso frente a éstas accionadas y se decidió continuar respecto a la Junta Regional de Calificación de Invalidez.
En sentencia de 26 de marzo de 2015, el juez con base en las pruebas allegadas, negó las pretensiones de la demanda que buscaban la declaración de nulidad por error grave de la calificación de la PCL realizada por la Junta demandada, al considerar la validez de tal dictamen, debido a que la pericia presentada por la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Quindio, así lo determinó, sin que mereciera reproche el concepto que como perito rindió.  La experticia que acompañó el libelo inicial, dictaminada por un médico particular, no fue consideraba para tomar decisión de fondo, por no ser la prueba idónea para tales efectos.
La decisión que puso fin a la instancia, no fue recurrida por las partes, pero en vista de que fue totalmente contraria a los intereses de la demandante, se ordenó su consulta ante esta Sala, por lo que se remitieron las diligencias, dándose el trámite propio de la instancia. 
Una vez corrido el traslado de rigor a las partes se dispone esta Sala a resolver previas las siguientes 

CONSIDERACIONES
A esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente

PROBLEMA JURIDICO:

¿Existió error grave en el dictamen proferido por la Junta Regional de Calificación Invalidez, al proferir un dictamen que arrojó una PCL de 0.0%?

¿Es posible declarar válido el dictamen emitido por un médico particular que determinó la pérdida de capacidad laboral del actor en un 11.65%?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
EL DICTAMEN DE LA JUNTA DE CALIFICACION DE INVALIDEZ COMO PRUEBA DENTRO DEL PROCESO JUDICIAL

La Sala de Casación Laboral por medio de las sentencias de 29 de junio de 2005 radicación Nº 24.392, 30 de agosto de 2005 radicación Nº 25.505 y más recientemente en la SL 5622 de 9 de abril de 2014 radicación Nº 52.072 con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo ha enseñado que el dictamen emitido por una Junta de Calificación de Invalidez no es la prueba “calificada y exclusiva” para determinar la disminución de la capacidad laboral, el origen de la calificación y la fecha de estructuración de la misma, pues dicha prueba realmente es un experticio que la ley estableció que fuera practicado por unos determinados entes, sin que constituya en si una prueba solemne.

En ese sentido, el parágrafo 3º del artículo 4º del Decreto 1352 de 2013 establece: “Sin perjuicio del dictamen pericial que el juez laboral pueda ordenar a un auxiliar de la justicia, a una universidad, a una entidad u organismo competente en el tema de calificación del origen y pérdida de la capacidad laboral, el juez podrá designar como perito a una Junta Regional de Calificación de Invalidez que no sea la Junta a la que corresponda el dictamen demandado.”. 

Nótese como la referida norma determina de manera clara que para poder modificar el origen y el grado de la pérdida de la capacidad laboral, mas no la fecha de estructuración fijada en el dictamen demandado, es indispensable que se allegue al proceso judicial, a solicitud de parte o de oficio por parte del juez, dictamen efectuado únicamente por un auxiliar de la justicia, universidad, entidad diferente competente para ello como por ejemplo el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses o en su defecto, una Junta diferente a la que emitió el dictamen demandado son temas técnico-científicos que deben ser abordados por este tipo de entidades destinadas precisamente para ese fin; mientras que la fecha de estructuración es una cuestión que puede fijarse a partir de otras pruebas diferentes que pueden ser aportadas al proceso y que no necesitan de esos precisos conocimientos. 

EL CASO CONCRETO
Sostiene el señor Luis Fernando García Bedoya que la Junta Regional de Calificación de Invalidez, al momento de emitir su dictamen no determinó el porcentaje de pérdida de capacidad laboral que correspondía a las patologías padecidas con antelación y con posterioridad al accidente de trabajo sufrido el 26 de octubre de 2006.

La entidad por su parte, sostiene que en cumplimiento de sus competencias, en el presente asunto fungió como segundo calificador de la controversia que surgió entre el calificado y la ARP Colmena por el origen de la contingencia, motivo por el cual la calificación se limitó a determinar este aspecto.
Para establecer la existencia de un error grave en tal experticio, en la audiencia obligatoria de conciliación, de decisión de excepciones previas, de saneamiento y fijación del litigio, se decretó como prueba la intervención de la Junta Regional de Calificación del Quindío, para que de manera integral efectuara una calificación que tuviera en cuenta todos los aspectos que fueron omitidos por la demandada al momento de su valoración, como depresión y ansiedad generalizada, síndrome doloroso de columna y si dejaron de apreciar las secuelas y disminuciones laborales (sic) que surgieron con ocasión del accidente de trabajo.
Lo primero que debe señalarse es que el concepto expedido por el especialista en Medicina Ocupacional, aportado por la parte actora, de conformidad con lo previsto en el parágrafo 3º del artículo 4º del Decreto 1352 de 2013, no resulta ser la prueba idónea para controvertir el dictamen demandado, pues para modificar el grado de invalidez y/o su origen, debía ser evaluado por un auxiliar de la justicia, universidad u otro organismo o entidad calificado para ello o en su defecto otra sala diferente a la que emitió el dictamen.  Además el referido criterio ni siquiera precisa, como lo anuncia el actor, que presente una pérdida de capacidad laboral superior al 50%, sino del 11.65% -fls 11 y 12-.
Sentado lo anterior, es del caso hacer notar que razón le asistió a la Junta Regional de Calificación de Invalidez, cuando adujo en su defensa que Colmena Riesgos Profesionales, al momento de solicitar la valoración del caso por parte de esa entidad, lo hizo respecto a los padecimientos sufridos por el actor a raíz del accidente de trabajo sufrido el 26 de octubre de 2016, siendo éstos “HERNIAS DE DISCO CENTRALES PROTUIDAS L4-L5 Y L5 –S1, DISCOPATÍA DEGENERATIVA”, pues así lo dejan ver los documentos que militan a folios 39 y siguientes del expediente.
En ese sentido, el dictamen rendido por su homónima del Quindío, determinó que en efecto, los hechos que dieron lugar al reporte de accidente de trabajo, se presentaron cuando el paciente realizó un esfuerzo al movilizar un objeto pesado que causó un dolor lumbar; que los estudios médicos y paraclínicos evidencian la existencia de una patología lumbar compatible con un proceso degenerativo, por lo que el accidente de trabajo no puede considerarse como la causa de su aparición, dado que un evento como el descrito no tiene la virtualidad de generar las hernias de disco que padece el actor y que se ubican en dos segmentos distintos, por lo tanto coincide con su igual en sostener que el origen de las patologías padecidas por el señor García Bedoya es común.

Precisó además que, en atención a la anterior conclusión, lo que le correspondía a la Junta Regional de Risaralda era determinar las secuelas del evento reportado el 26 de octubre de 2006 como accidente de trabajo y como quiere que éste, en realidad no dejó consecuencia alguna, pues reitera que las mismas se generaron por eventos de origen común producto de una enfermedad degenerativa, para cuya valoración se requiere un nuevo dictamen que parta de la base que no se originan en un accidente de trabajo, lo correcto era no puntuar las deficiencias, la discapacidad y minusvalías, tal como lo establece el Manual Único de Calificación de Invalidez y como procedió la entidad demandada. 
A pesar de que esta pericia no fue cuestionada por las partes, mediante auto de fecha 5 de noviembre de 2010 la juez de primer grado solicitó a la entidad que fungió como auxiliar de la justicia, para que aclarara el experticio respecto al origen de las patologías sufridas por el actor, procediendo a explicar que el accidente laboral calificado por la entidad accionada no dejó secuelas indemnizables, pues las que se presentaron y fueron halladas luego de su ocurrencia fueron calificadas como de origen común.
Posteriormente, se requirió a la misma entidad para que procediera a rendir el dictamen conforme fue decretado en la primera audiencia de trámite, debiendo citar al paciente para ser valorado conforme lo regula el Decreto 2463 de 2001.  Dicha orden judicial, si bien pretendió acatarla la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Quindío, ello no fue posible debido a que el actor se encuentra fuera del país y solicitó que se realizara la valoración la historia clínica que reposaba en el expediente. Ante numerosos requerimientos del demandante, la entidad que fungió como auxiliar de la justicia, devolvió el expediente al Juzgado, debido a que por disposición legal se orendó su cierre y la remisión de los casos a su conocimiento a la junta aquí demandada.
Como consecuencia de lo anterior, mediante auto de fecha 1º de febrero de 2012, se designó a su homónima de Caldas para que rindiera dictamen al respecto.  Dicha entidad devolvió las diligencias al Juzgado, al verificar que nadie se acercó a adelantar los trámites correspondientes, situación que se mantuvo a lo largo del proceso, a pesar de los diversos requerimientos efectuados al actor, siendo incluso citado, sin que se presentase para ser valorado.
En el anterior orden de cosas, la única prueba idónea con que se cuenta en el presente asunto es el dictamen rendido por la Junta Regional de Calificación del Quindio, que de manera coherente atendió el pedimento de Juzgado respecto a determinar si existió error grave en la valoración realizada por su homónima Risaralda, encontrando que la misma guardó relación con la solicitud elevada por Colmena Riesgos Profesionales, entidad que venía atendiendo al demandante por cuenta el accidente de trabajo que se reportó el 26 de octubre de 2016, pero que con ocasión a los hallazgos médicos encontrados en el paciente, como “HERNIAS DE DISCO CENTRALES PROTRUIDAS L4-L5- Y L-5-S1, DISCOPATÍA DEGENERATIVA.”, concluyó que éstos tenían un origen común cuya recuperación debía estar a cargo de la  EPS.
Es por lo anterior que la entidad accionada, encontrando que al no ser estas patologías producto del accidente de trabajo y que el mismo no dejó secuelas en la humanidad del actor, ni deficiencias puntuables, se limitó a determinar su origen, tal como lo solicito la ARP para ese entonces.

Ahora, si lo que se pretendía era una nueva calificación, teniendo en cuenta el diagnóstico que para ese momento presentaba el promotor de la litis, su evolución y nuevas patologías como depresión, ansiedad generalizada y síndrome doloroso de columna, ese era un debate ajeno al actual, primero porque la demandada en ningún momento tuvo oportunidad de pronunciarse respecto a las nuevas enfermedades y la evolución de las ya existentes, pues se reitera sólo fue convocada para determinar el origen de los hallazgos médicos conocidos una vez tuvo ocurrencia el accidente de trabajo y segundo, porque una nueva calificación implicaría la modificación del origen y fecha de estructuración de la posible pérdida de capacidad laboral que arrojara evaluación integral que se pretende, variación a la que no está dispuesta la parte actora.
En todo caso, aun cuando se pasara por alto lo anterior y se pretendiera por la vía judicial suplantar las funciones de la llamada a juicio, para así conocer el porcentaje de pérdida de capacidad actual del actor, que se reitera, nunca le fue  solicitada a la accionada, ello no sería posible dado que no se presentó para la evaluación física de la cual sería objeto por parte de la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Caldas, al paso que no realizó gestión alguna para que tal entidad llevará a cabo el experticio solicitado por el Juzgado en su momento –fl 124 y 125-. 

En ese orden de ideas, no existiendo motivos para calificar de erróneo o para restarle validez al dictamen realizado por la Junta Regional de Calificación de Invalidez al señor Luis Fernando García Bedoya, como tampoco para cuestionar el experticio rendido por la entidad que colaboró como perito en el presente asunto, la sentencia de primer grado será confirmada.
Sin costas en esta instancia.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Descongestión el 26 de marzo de 2015.
Sin costas en esta Sede.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.
Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES                 OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

                                                                                     Impedida

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario 
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